Criterio Institucional que deja sin efecto el criterio N° DGT-CI-09-de 30 de marzo de 2012 sobre la aplicación de deducciones en el impuesto sobre la renta respecto alas donaciones hechas en beneficio de la “Fundación para la Restauración de la Catedral Metropolitana y otros Templos y Monumentos Católicos”
Dirección General de Tributación 

Ministerio de Hacienda 

Resumen ejecutivo: En los casos en que las instituciones descentralizadas y empresas públicas del Estado, así como las empresas privadas realicen donaciones en beneficio de la “Fundación para la Restauración de la Catedral Metropolitana y otros Templos y Monumentos Católicos”, el monto donado puede aplicarse como una deducción de la cuota a pagar en el impuesto sobre las utilidades, por una única vez durante la vigencia de la norma que lo autoriza.
La anterior afirmación se deriva de la interpretación armónica del artículo 11 de la Constitución Política, artículo 8 del Código Civil y artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública.
Por lo anterior, procede la deducción de la cuota a pagar en el impuesto sobre la renta a cancelar, respecto de las donaciones que las empresas privadas realicen en beneficio de la fundación citada. 


Normas de referencia: Artículo 11 de la Constitución Política, artículo 8 del Código Civil y artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública.
Criterio Institucional No DGT-CI-15 de 28 de mayo de 2012

1º—Que los artículos 99 y 103 inciso e) de la Ley No. 4755 de 3 de mayo de 1971, Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en adelante Código Tributario, facultan a la Administración Tributaria para verificar el correcto cumplimiento de las obligaciones tributarias, por todos los medios y procedimientos legales, permitiendo la interpretación administrativa de las disposiciones contenidas en este cuerpo legal.

2°—Que el artículo 1 de la resolución No. DGT- R-003-2011 del 4 de febrero de 2011, publicada en La Gaceta No. 43 del 2 de marzo de 2011, establece que la Dirección General de Tributación debe publicar los criterios institucionales de mayor relevancia en materia tributaria.

Antecedentes

1º—Que la Ley No. 7266 del 11 de noviembre de 1991, reconoce como deducible del impuesto sobre la renta, las donaciones que las instituciones descentralizadas y empresas públicas del Estado, así como las empresas privadas, hagan en beneficio de la “Fundación para la Restauración de la Catedral Metropolitana y otros Templos y Monumentos Católicos”. El monto donado por el contribuyente, se aplica por una única vez durante la vigencia de la Ley, deduciéndolo directamente del impuesto a pagar, a diferencia de las donaciones a instituciones públicas o a asociaciones autorizadas por la Dirección General de Tributación (DGT), cuya donación es deducible como un gasto de la base imponible para el cálculo del impuesto sobre la renta.

2º—Que mediante Criterio Institucional N° CI-09-12 de 30 de marzo de 2012 se consideró que no constituían una deducción de la cuota a pagar y, en consecuencia, no eran deduciblesdel monto del impuesto sobre la renta, las donaciones que las instituciones descentralizadas y empresas públicas del Estado, así como las empresas privadas, hicieran a la Fundación para la Restauración de la Catedral Metropolitana y otros Templos y Monumentos Católicos, criterio que se considera se debe modificar.

Criterio Institucional que deja sin efecto el criterio N° CI-09-12 de 30 de marzo de 2012 sobre la aplicación de deducciones en el impuesto sobre la renta respecto de las donaciones hechas en beneficio de la “Fundación para la Restauración de la Catedral Metropolitana y otros Templos y Monumentos Católicos”
El principio de legalidad que se consagra en el artículo 11 de la Constitución Política y se desarrolla en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, significa que los actos y comportamiento de la Administración Pública deben estar regulados por norma escrita, lo que significa, el sometimiento de la conducta administrativa a la Constitución, a la Ley, a los Reglamentos -Ejecutivos y Autónomos -y en general a todas las normas del Ordenamiento Jurídico. El principio de legalidad en un estado de derecho postula una forma especial de vinculación de las autoridades e instituciones públicas al Ordenamiento Jurídico, a partir de su definición básica, según la cual toda autoridad lo es y solamente puede actuar en la medida en la que se encuentre legitimada para hacerlo por el mismo Ordenamiento Jurídico y normalmente a texto expreso. Resulta ilustrativo, transcribir lo que la doctrina y jurisprudencia ha sostenido en relación con el principio de legalidad:

Lo anterior se deriva del Principio de Legalidad consagrado en el artículo 11 de la Constitución Política, y desarrollado también en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, que, como es sabido, constituye una ley principista que orienta toda la actuación administrativa. Ambas normas, por su orden, disponen: […] Sobre el sentido de dicho principio, resulta ilustrativo tener presente la definición que de éste consagra la más autorizada doctrina en la materia, en los siguientes términos: "Por lo que a nuestra materia interesa, lo sustancial del mecanismo que permanece no es que la Ley sea general o singular, sino que toda acción singular del poder esté justificada en una Ley previa. Esta exigencia parte de dos claras justificaciones. Una más general y de base, la idea de que la legitimidad del poder procede de la voluntad comunitaria, cuya expresión típica, como ya hemos estudiado, es la Ley; ya no se admiten poderes personales como tales, por la razón bien simple de que no hay ninguna persona sobre la comunidad y que ostente como atributo divino la facultad de emanar normas vinculantes para dicha comunidad; todo el poder es de la Ley, toda la autoridad que puede ejercitarse es la propia de la Ley. (...) La segunda idea que refuerza esa exigencia de que toda actuación singular del poder tenga que estar cubierta por una Ley previa es el principio técnico de la división de los poderes: el Ejecutivo se designa así porque justamente su misión es "ejecutar" la Ley, particularizar sus mandatos en los casos concretos; la distinción entre los poderes Legislativo y Ejecutivo da al primero la preminencia y limita al segundo a actuar en el marco previo trazado por las decisiones de aquél, esto es, por las Leyes.(...) Es a esta técnica estructural precisa a los que se llama propiamente principio de legalidad de la Administración: ésta está sometida a la Ley, a cuya ejecución limita sus posibilidades de actuación. (...) El principio de legalidad de la Administración, con el contenido explicado, se expresa en un mecanismo técnico preciso: la legalidad atribuye potestades a la Administración, precisamente. La legalidad otorga facultades de actuación, definiendo cuidadosamente sus límites, apodera, habilita a la Administración para su acción confiriéndola al efecto poderes jurídicos. Toda acción administrativa se nos presenta así como ejercicio de un poder atribuido previamente por la Ley y por ella delimitado y construido. Sin una atribución legal previa de potestades la Administración no puede actuar, simplemente." (Énfasis agregado. García de Enterría, Eduardo; Fernández, Tomás Ramón, Curso de Derecho Administrativo I, Madrid: Editorial Civitas, Décima edición, reimpresión año 2001, p.p. 433, 441) Por su parte, la jurisprudencia constitucional ha señalado: "En los términos más generales, el principio de legalidad en el estado de derecho postula una forma especial de vinculación de las autoridades e instituciones públicas al ordenamiento jurídico, a partir de su definición básica según la cual toda autoridad o institución pública lo es y solamente puede actuar en la medida en que se encuentre apoderada para hacerlo por el mismo ordenamiento, y normalmente a texto expreso –para las autoridades e instituciones públicas sólo está permitido lo que esté constitucional y legalmente autorizado en forma expresa, y todo lo que no les esté autorizado les está vedado–; así como sus dos corolarios más importantes, todavía dentro de un orden general; el principio de regulación mínima, que tiene especiales exigencias en materia procesal, y el de reserva de ley, que en este campo es casi absoluto." (Sala Constitucional. Resolución Nº 440-98, y en sentido similar la Nº 5541-97 y 1739-92). Oficio 12956de 24 de noviembre de 2003 (DAGJ-1719-2003).
Por su parte, el artículo 8 del Código Civil, de aplicación supletoria según lo establece el artículo 155 del Código Tributario, dispone:

“ARTÍCULO 8º- Las leyes sólo se derogan por otras posteriores y contra su observancia no puede alegarse desuso ni costumbre o práctica en contrario. La derogatoria tendrá el alcance que expresamente se disponga y se extenderá también a todo aquello que en la ley nueva, sobre la misma materia, sea incompatible con la anterior.

Por la simple derogatoria de una ley no recobran vigencia las que ésta hubiere derogado.

La Ley Nº 7266 de 11 de noviembre de 1991, denominada, “Autorización a las Instituciones Descentralizadas y Empresas Públicas del Estado, para hacer donaciones a la “Fundación para la Restauración de la Catedral Metropolitana y otros Templos y Monumentos Católicos”, a la fecha se encuentra vigente, y no ha sido derogada, modificada, ni reformada por otro instrumento jurídico de igual jerarquía, razón por la cual la Administración Tributaria no puede desaplicarla, sin que ello implique una violación al artículo 8 del Código Civil y en consecuencia al principio de legalidad. Por la anterior razón, se deja sin efecto el Criterio Institucional N° CI-09-12 de 30 de marzo de 2012 que consideró que las donaciones hechas a Fundación para la Restauración de la Catedral Metropolitana y otros Templos y Monumentos Católicos no constituían una deducción de la cuota a pagar en el impuesto sobre la renta.

En conclusión: Las donaciones que las instituciones descentralizadas y empresas públicas del Estado, así como las empresas privadas, hicieran a la Fundación para la Restauración de la Catedral Metropolitana y otros Templos y Monumentos Católicos, constituyen una deducción de la cuota a pagar en el impuesto sobre la renta. El monto donado por el contribuyente constituye una deducción de la cuota a pagar en el impuesto sobre las utilidades, (se deduce directamente del impuesto a pagar), que se aplica por una única vez durante la vigencia de la norma que lo autoriza.

Este criterio deja sin efecto cualquier otro criterio u oficio que se le oponga.

Vigencia. Rige a partir del día siguiente de que sea divulgado por medio del Digesto Tributario, Apartado “Unidad de Criterio”, sitio que se localiza en la página Web del Ministerio de Hacienda (www.hacienda.go.cr).
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